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    INTRODUCCIÓN


    Tras los brutales atentados de los últimos años (11-S, 11-M, Viernes 13 de París, los del 22 de marzo de 2016 en Bruselas), la sociedad vive un momento muy emocional. Cuando ocurren monstruosidades como los ataques de París de noviembre de 2015 las sociedades se intimidan. En un momento así el Estado puede pedirles prácticamente lo que quiera a sus ciudadanos en términos de ataque a las libertades porque estos se lo otorgarán. Después de los atentados de Nueva York, Bush promulgó la Patriot Act y hoy todavía está vigente. En opinión de Ignacio Ramonet, «estamos perdiendo libertades sin que esto se haya debatido lo suficiente, o discutiéndolo en un marco emocional muy determinado»[1]. El abogado Enrique Santiago reflexionaba en los mismos términos: «Tras los graves crímenes cometidos en París el 13 de Noviembre, ha vuelto a resurgir con brío entre los portavoces de los poderes realmente existentes el discurso que contrapone libertad y seguridad, como si la segunda fuera acaso posible sin disfrutarse la primera. La seguridad colectiva tiene como fin defender las libertades, fundamentalmente las libertades públicas, y el Estado, máxima expresión del contrato social, debe ser el principal garante de dichas libertades, nunca su cercenador con la excusa de una difusa amenaza terrorista irresponsablemente creada por las actuaciones de quienes tenían como principal misión garantizar nuestra seguridad. No cabe duda de que el terrorismo yihadista es la mayor expresión del fracaso de los estados occidentales respecto a la obligación de proteger a sus ciudadanos»[2].


    No podemos negar que gran parte de estos recortes de libertades se hace con la complicidad de importantes sectores de la población que, indignados ante determinados delitos o atentados, o simplemente asustados, piden mayor contundencia policial, aplauden mayores penas, mayores vigilancias y menos garantías judiciales. Todo ello sin pensar que cualquiera, uno mismo, puede ser víctima de una actuación policial desproporcionada, una prisión preventiva desmedida, una pena excesiva o una mala interpretación de la ley.


    El caso español es doblemente grave porque, tras la muerte de Franco, se han mantenido residuos legislativos de la dictadura, hábitos policiales abusivos y estructuras judiciales represivas. Con el paso de los años, los sucesivos gobiernos –de UCD, del PSOE o del PP– no sólo no han avanzado en libertades, sino que han ido aportando cada uno de ellos su granito de arena con el objetivo de perseguir las actitudes ciudadanas que les resultaban incómodas. El último gobierno del PP ha puesto la guinda con una batería de legislaciones que, como luego veremos, ha llevado a España a protagonizar la preocupación de las organizaciones internacionales. En febrero de 2016 un manifiesto suscrito por relevantes figuras internacionales denunciaba que «los sucesivos cambios del Código Penal y el uso político de la judicatura han ido haciendo una interpretación cada vez más restrictiva de las libertades fundamentales». También recuerdan que «la llamada “Ley Mordaza” permite los “registros preventivos”, blinda a la autoridad policial frente a la palabra de los encausados y generaliza las multas para hechos no tipificados con contenidos claros, permitiendo el arbitrio y la discrecionalidad. Esta ley constituye la última de las modificaciones punitivas y restrictivas de derechos realizadas». Con estas palabras, figuras internacionales como Noam Chomsky, Antonio Negri o Tariq Ali se manifestaban «Por las libertades civiles en España y en Europa»[3].


    La ciudadanía ha ido aceptando ese recorte de libertades pensando ingenuamente que su objetivo era una lucha más eficaz contra la delincuencia y el terrorismo, pero salta a la vista que nada de eso ha sucedido. El terrorismo yihadista se desarrolla según sus propias dinámicas de política internacional y con una estrecha relación con la percepción que tienen determinados grupos del papel que desempeña España; y cierta delincuencia, como la de guante blanco y la ligada a la corrupción política, se ha ido disparando en los últimos años, señal inequívoca de que las medidas no estaban pensadas para atajarla.


    El último informe anual de Amnistía Internacional 2015/­16[4] resulta alarmante en su capítulo sobre España. La organización de derechos humanos destaca el grave retroceso de las libertades en nuestro país y para ello repasa las reformas y legislaciones aprobadas en los últimos años, todas ellas muy preocupantes para los derechos humanos:


    – La Ley de Seguridad Ciudadana –conocida como Ley Mordaza–, una norma que «limita de forma desproporcionada el ejercicio legítimo de los derechos a la libertad de expresión y de reunión pacífica». El mismo mes en que entró en vigor la ley, el Comité de Derechos Humanos de la ONU expresó su preocupación por sus posibles repercusiones.


    – La reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que no contempla eliminar el uso de la detención en régimen de incomunicación, pese a que «varios organismos internacionales de derechos humanos habían señalado con preocupación que este tipo de detención incumplía las obligaciones internacionales de España». El Comité de la ONU contra la tortura «expresó su preocupación por la continuidad de la detención en régimen de incomunicación».


    – La reforma de varios artículos del Código Penal relativos a terrorismo desencadenó críticas por parte del relator especial de la ONU sobre la libertad de expresión, quien condenó que la norma contemple ahora como objeto de penalización comportamientos que no constituyen amenazas terroristas, «dando lugar a la imposición de restricciones desproporcionadas sobre el legítimo ejercicio de la libertad de expresión».


    – La modificación de la ley de extranjería para legalizar la expulsión automática y colectiva de migrantes y refugiados en las fronteras, de forma que la nueva normativa «allana el camino para nuevas expulsiones colectivas, prohibidas por el derecho internacional»; un nuevo ejemplo de cómo España «desoye las recomendaciones de mecanismos internacionales en cuanto a la protección de los derechos humanos en nuestro país». El Comité contra la tortura expresó su preocupación por las devoluciones en caliente como barrera para acceder a los procedimientos de asilo. El Comité de Derechos Humanos instó a España a cumplir el principio de no devolución y a proporcionar acceso a procedimientos efectivos de concesión de asilo.


    Este libro analiza esas legislaciones y reformas, pero también las anteriores, para llegar a la conclusión de que los españoles hemos vivido un irregular pero constante ataque a nuestras libertades desde la Transición. Ni la lucha contra el terrorismo –interno o externo–, ni la persecución de la delincuencia o la violencia en manifestaciones o huelgas, ni cualquier otra de las excusas esgrimidas por los gobiernos justifican ese recorte de derechos. Existe una fábula, no sabemos hasta qué punto científicamente fundada, que dice que si echamos una rana a un caldero de agua hirviendo, inmediatamente saltará, al notar que se quema, y huirá. Sin embargo, si vamos calentando el agua lentamente con la rana dentro, no percibirá el peligro y terminará cociéndose, sin que le dé tiempo a salir de la olla. Durante los últimos cuarenta años, los gobiernos españoles han ido aumentando la potencia de fuego de su represión y recorte de libertades, y los ciudadanos –cual ranas confiadas– parece que no percibían el aumento de la temperatura. Con este libro queremos empujar a los lectores al caldero de agua hirviendo con el objeto de que puedan apreciar el nivel de ataque que han sufrido sus libertades. Creemos que todavía se está a tiempo de saltar fuera del caldero, o al menos de quitar la mano de quien está aumentando la potencia de la llama.


    
      
        [1] Entrevista a Ignacio Ramonet, Público, 19-11-2015 [http://www.publico.es/internacional/no-hay-tolerar-perdida-libertades.html].

      


      
        [2] Enrique Santiago, «Nuestra seguridad, sus derechos humanos», Cuartopoder.es, 17-11-2015 [http://www.cuartopoder.es/tribuna/2015/11/17/terrorismo-nuestra-seguridad-sus-derechos-humanos/7780].

      


      
        [3] «Por las libertades civiles en España y en Europa», Público, 16-2-2016 [http://www.publico.es/opinion/manifiesto-libertades-civiles-espana-europa.html].

      


      
        [4] Disponible en [https://www.es.amnesty.org/fileadmin/user_upload/documentos/Informe_2015-16_Amnistia_Internacional.pdf].

      

    

  


  
    I


    INVOLUCIÓN LEGISLATIVA


    La Transición


    El Estado español, al contrario que los países de su entorno político, es fruto de una renovación de un Estado dictatorial y fascista, el franquismo. Esto ha supuesto varias consecuencias. En primer lugar, no hubo una depuración de policías, militares, jueces o fiscales que colaboraron activamente con el anterior régimen, persiguiendo y reprimiendo a militantes demócratas y de izquierdas. La segunda es que la aprobación de la Constitución española no supuso un punto y aparte en el ordenamiento jurídico, sino que sólo fueron derogadas las normas que eran abiertamente contrarias a la Constitución. De este modo, gran parte de leyes y reglamentos siguieron en vigor y, sobre todo, se mantenía una cultura jurídica y de intervención diseñada para actuar contra un pueblo al que se consideraba su principal enemigo. Así, la Ley de Orden Público franquista de 1959 castigaba las perturbaciones contra «la unidad espiritual, nacional, política y social de España», conceptos y principios que se mantienen muy similares en las leyes hoy en vigor en la España de la monarquía parlamentaria.


    En cambio, en Francia, Holanda, Alemania o Italia, países que sufrieron similares gobiernos totalitarios y que fueron derrotados en la II Guerra Mundial, se dictaron normas muy garantistas de los derechos y libertades individuales tras la restauración del Estado de derecho. Por ejemplo, en Holanda sus ciudadanos tienen el derecho a no identificarse, en Inglaterra o EEUU no existe el documento de identidad. Aquí, en España, más de 30 años después de aprobarse la Constitución estamos obligados a llevar con nosotros en todo momento un DNI con nuestra fotografía y datos personales más importantes y hasta hace poco hasta con las huellas dactilares, profesión y estado civil, algo inimaginable en estos países.


    El control del enemigo interior ha tenido que cambiar las formas y métodos con la consolidación del Estado de derecho en España. ¿Quién no ha escuchado alguna vez, en el marco de un conflicto decir que «antes esto se arreglaba con dos bofetadas bien pegadas por la Guardia Civil»? Hemos de reconocer que, aunque haya algunos casos de tortura en el Estado español, lo cierto es que, por graves que sean, no es el método usual de los Cuerpos y Fuerzas de seguridad del Estado. Vedada la violencia como forma de solucionar conflictos tras iniciarse la democracia, los cuerpos policiales se encontraron con menos margen de acción. De ahí que, desde la vigencia de la Constitución del 78, las sucesivas cúpulas policiales han ido presionado a todos los gobiernos porque consideraban que los derechos y libertades reconocidos en la Constitución eran un obstáculo a su labor.


    El controvertido papel de la Audiencia Nacional


    La herencia franquista no se ha limitado a mantener cargos y legislación, sino que el antiguo Tribunal del Orden Público franquista fue reconvertido en la actual Audiencia Nacional. Un órgano jurisdiccional destinado a juzgar los delitos más graves, es decir, delitos de «terrorismo» en todas sus variantes y delitos económicos y de tráfico de drogas que afecten a más de una comunidad autónoma o se hayan cometido en el exterior y sean perseguibles de acuerdo con la legislación española. Este órgano ha supuesto una derogación del principio de juez natural. Tal garantía significa que sólo se puede ser juzgado por el juez preconstituido, es decir, el que corresponda por el lugar donde se comete el delito, y con las condiciones de independencia, inamovilidad y responsabilidad, excluyéndose los jueces designados al efecto y las llamadas jurisdicciones especiales.


    El debate surge ahora acerca de si la Audiencia Nacional, por sus especiales características, es un tribunal excepcional, que incumple el principio de juez natural (el que corresponde por el lugar del delito) e independencia, o, por el contrario, es un tribunal imparcial y neutro para juzgar. El antiguo magistrado de la Audiencia Nacional Javier Gómez de Liaño defiende la segunda opción. Según él, «nada hay, pues, de excepcional en la Audiencia Nacional, según reconoció el Tribunal Constitucional en las sentencias 153/1988 y 56/1990. Incluso el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en la sentencia 06/12/1988, dictada en el caso Barberá, Messegué y Jabardo vs. España, rechazó que no fuera un tribunal independiente e imparcial, conforme reconoce el artículo 6.1. del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales. Superadas, por tanto, todas las prevenciones habidas sobre su constitución, puede afirmarse que la Audiencia Nacional está hoy plenamente integrada en la estructura judicial». Seguidamente reconoce que «se ha consolidado como una institución clave en la defensa del Estado de Derecho frente a una delincuencia sofisticada y de dimensiones generales»[1]. Es decir, es un tribunal diseñado y dedicado a la defensa del actual sistema político, aunque, como posteriormente comprobaremos, parte de esta función se está transfiriendo al Tribunal Constitucional.


    El legado del franquismo no sólo se ha constituido en una legislación y un aparato autoritario, sino que también la violencia política, especialmente la de ETA, ha sido utilizada por los gobiernos para justificar no sólo la existencia de la Audiencia Nacional, sino también la legislación de excepción para combatirla.


    La legislación antiterrorista y las torturas


    En los últimos estertores del franquismo, se aprobó el Decreto-Ley 10/1975 de 26 de agosto, en el que se ampliaba la pena de muerte y castigaba a «los grupos u organizaciones comunistas, anarquistas, separatistas y aquellos otros que preconicen o empleen la violencia como instrumentos de acción política y social (…) y a quienes, por cualquier medio, realizaren propaganda de los anteriores grupos u organizaciones que vaya dirigida a promover o difundir sus actividades». Al día siguiente de su aprobación, el gobierno totalitario hizo uso de este decreto acordando el cierre de las revistas Destino, Posible y Cambio 16. También se aplicó esta legislación excepcional a tres miembros de ETA condenados a muerte en el llamado «Juicio de Burgos» y a ocho miembros del FRAP, a estos últimos incluso con efecto retroactivo.


    Poco después de aprobada la Constitución, el 6 de febrero de 1979, la Diputación Permanente del Congreso convalidaba el Decreto-Ley sobre seguridad ciudadana (conocido como Ley Antiterrorista) dictado el mes de junio del año anterior y aprobado por el Pleno del Congreso en diciembre de 1979. Se opusieron socialistas, comunistas, Minoría Catalana y PNV, que entendían, además, que era una norma anticonstitucional. De hecho, el Tribunal Constitucional, el 17 de diciembre de 1987, declaró inconstitucionales cuatro artículos de aquella ley antiterrorista que tipificaban la apología del terrorismo, preveían la prolongación de la detención gubernativa durante siete días, establecían la posibilidad de incomunicación del detenido sin previa decisión judicial y regulaban la clausura de medios de difusión en determinados casos.


    Tras esta sentencia pionera, el gobierno de Felipe González se propuso derogar esta norma tardofranquista y proceder a convertir tales normas excepcionales contraterroristas en leyes comunes, mediante la ley 4/1988 de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, por la que se instauraba la incomunicación del detenido y otorgaba al ministro del Interior la posibilidad de intervenir las comunicaciones del sospechoso sin autorización judicial. Esta actuación del PSOE ocasionó que el 17 de marzo de 1988 Izquierda Unida y Euskadiko Ezkerra dieran por roto el pacto antiterrorista y se opusieran a la aprobación de esa ley que se produjo finalmente el 26 de mayo de 1988.


    La existencia de normativa especial «antiterrorista» otorga a las policías mecanismos excepcionales que permiten saltarse las garantías de los encausados que por lo general deben observarse. Lo que ha ocurrido es que, en la práctica, los Juzgados de Instrucción de la Audiencia Nacional aplicaban a otros supuestos estas medidas especiales, por ejemplo, a las bandas de traficantes de drogas. Al tratarse de dos colectivos que centraban una gran animadversión ciudadana –al menos fuera de Euskadi–, no había apenas voces que denunciaran la aplicación desmedida de una legislación que no garantizaba los derechos de los detenidos. El problema surge cuando el entonces juez de Instrucción de la Audiencia Nacional Baltasar Garzón aplica a los detenidos de la trama Gürtel esas mismas medidas excepcionales. En concreto, acordó escuchas a los cabecillas de la citada trama: Francisco Correa, Pablo Crespo y Antoine Sánchez; así como al abogado Ignacio Peláez. Baltasar Garzón acabó expulsado de la carrera judicial, pues, según el Tribunal Supremo, estas escuchas «sólo pueden acordarse en casos de terrorismo»[2].


    Curiosamente, el gobierno del PP ha aplicado a su exsecretario general de Madrid, Francisco Granados, el protocolo antiterrorista que permite intervenir todas sus comunicaciones en prisión. La Secretaría General de Instituciones Penitenciarias argumentó su decisión aludiendo a la «capacidad criminal y la peligrosidad del interno, patente en los delitos presuntamente cometidos relacionados con la corrupción». Pero, sobre todo, precisa Interior que el motivo radica en haberse puesto en contacto con «medios de comunicación» para «llevar a cabo denuncias o quejas fuera de los canales establecidos reglamentariamente, que pueden resultar infundadas y plantear supuestas amenazas»[3].


    La situación de incomunicación de los detenidos facilita la existencia de abusos o torturas policiales, algo que no sólo fue denunciado por diversas organizaciones de derechos humanos, sino que también ha sido advertido por el propio Consejo Europeo a través del Comité Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o Tratos Inhumanos o Degradantes (CPT). Las preocupaciones que desde los años noventa lleva señalando el CPT, así como las trabas con las que se ha encontrado en cada una de sus visitas a España, siguen dándose, sin que desde las instituciones se hayan ofrecido respuestas adecuadas: «Al CPT, en un informe de abril de 2013, le preocupa señalar que se ha hecho poco o nada en relación con ciertas recomendaciones clave hechas en informes previos»[4].


    Desde su primera visita en 1991, el CPT ha expresado que el uso de la tortura por parte de la policía, en sentido amplio, no era práctica habitual, pero indicó que, a la vista de las alegaciones recibidas de malos tratos graves relativas a personas detenidas en régimen de incomunicación, sería prematuro concluir que ese fenómeno había sido erradicado. En el informe (cuya publicación fue autorizada por el Gobierno español en 1996) el CPT recomendaba a las autoridades españolas dar máxima prioridad a la formación en derechos humanos y capacitación profesional de todos los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, a todos los niveles, y que tal formación fuera impartida por expertos independientes[5].


    Además, en 2003 el relator Especial de la ONU sobre la cuestión de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, tras su visita a España ese año concluyó que si bien «la tortura o los malos tratos no son sistemáticos en España», en la práctica, «el sistema permite la ocurrencia de tortura o malos tratos, en particular en el caso de personas detenidas en régimen de incomunicación por actividades terroristas».


    El informe del relator Theo Van Boven fue calificado de falso por el gobierno de Aznar. El socialista y catedrático de Derecho Constitucional Diego López Garrido afirmó que «se deduce que los gobiernos del PP, y dentro de ellos el candidato Mariano Rajoy, como exministro de Interior, no han tenido voluntad de combatir la tortura, una realidad que existe en todos los países y que debe ser investigada»[6].


    El funcionario de la ONU subrayaba además la importancia de contar con «un espacio público y democrático para plantear y discutir cuestiones de derechos humanos como las que caen en el ámbito de su mandato. La negación y el silencio comprometen los valores inherentes a la dignidad y la seguridad humanas». Este espacio y ese debate, en relación con la tortura y los malos tratos, siguen sin darse más de una década después, aun cuando ETA ha abandonado la violencia.


    El problema no tiene visos de disminuir, más bien al contrario. La Coordinadora para la Prevención y Denuncia de la Tortura (CPDT) recogió en su informe anual de 2014 961 casos de torturas o malos tratos, frente a los 527 de 2013[7].


    Menos jueces y más policía


    Mientras que los sucesivos gobiernos españoles de los últimos veinte años han reforzado sus capacidades represivas, ampliando las conductas penales y la duración de las penas (especialmente las relativas al terrorismo, como hemos visto), se ha producido el fenómeno contrario respecto a las conductas relacionadas con las protestas sociales, muchas de las cuales se han despenalizado y se han trasladado al ámbito sancionador administrativo. La motivación de tal proceso legislativo es la desconfianza del poder ejecutivo hacia el poder judicial. Los gobernantes consideran que los jueces no son suficientemente duros a la hora de castigar a manifestantes o sindicalistas. Por ello, tanto los gobiernos del PP como los del PSOE han preferido multar a estos militantes antes que someterlos a un proceso penal. Mientras sólo un juez puede acordar la pena de prisión, las sucesivas contrarreformas permiten que el gobierno imponga multas de hasta 600.000 euros a sus ciudadanos, lo que supone una auténtica condena pecuniaria perpetua.


    En el proceso judicial es un juez imparcial e independiente quien, tras escuchar a las partes y a sus representantes legales, y estudiar todas las pruebas, dicta la resolución (condenatoria o absolutoria) con todas las garantías. Es decir, se trata de un juicio público donde se proponen pruebas y se está defendido necesariamente por un abogado. En el procedimiento administrativo no se tiene derecho a abogado de oficio, no se suele practicar prueba alguna en defensa del ciudadano, las resoluciones no son más que un modelo donde únicamente se modifica el nombre del sancionado, y la autoridad que las dicta es un representante del gobierno. Es como cuando un agente urbano dice que te has saltado un semáforo en rojo, y la policía se convierte en juez y parte. Además, los procedimientos administrativos sancionadores son más baratos para la Administración frente a los caros procesos judiciales.


    Es verdad que contra la resolución del procedimiento administrativo cabe interponer recurso ante los tribunales, pero la sanción hay que pagarla previamente o conseguir un costoso aval bancario, contratar a un abogado (si no se tiene derecho a la asistencia jurídica gratuita) y esperar entre dos y seis años para conocer la sentencia de los Juzgados o Tribunales de lo Contencioso Administrativo. En conclusión, mediante la vía administrativa los sucesivos gobiernos de la monarquía parlamentaria han intentado evadir la acción de la justicia. La única «ventaja» para el ciudadano es que las sanciones administrativas no pueden conllevar directa o indirectamente sanciones limitativas del derecho de libertad (artículo 25 de la Constitución).


    Es importante resaltar que no cabe, como regla general, que recaigan conjuntamente sanciones administrativas y penales sobre una misma conducta, así lo prohíbe el principio non bis in idem. Si se sanciona administrativamente no se puede iniciar un posterior proceso penal. Si se inicia procedimiento administrativo sancionador estando tramitándose un proceso penal, se suspende el procedimiento administrativo hasta que exista la resolución penal. Si esta es condenatoria ya no cabe sanción administrativa ni ninguna otra. Si es una sentencia absolutoria o auto de sobreseimiento, los hechos declarados probados en la resolución penal vincularán a la autoridad administrativa, de forma que se podría sancionar, pero sólo en el ámbito administrativo.


    Reprimir y cobrar


    Estas políticas «administrativas» tienen un doble objetivo. Por un lado la evidente represión, pero, además, un afán recaudatorio. La Ley de Protección de la Seguridad Ciudadana, aprobada por el gobierno de Felipe González en 1992 y conocida como Ley Corcuera, ya imponía multas elevadas; estos importes se han incrementado todavía más con la Ley Mordaza dictada por el gobierno de Mariano Rajoy. En esta última norma, que revisaremos más adelante, se imponen multas claramente desproporcionadas. Por ejemplo, fumar un porro en la calle estará castigado con 600 euros (poco menos que el salario mínimo mensual) o manifestarse en infraestructuras públicas (por ejemplo, una estación de tren) podrá ser sancionado con multas de hasta 600.000 euros.


    Para incentivar a policías y otros agentes recaudatorios, parte de su salario se paga en productividad. Incentivar a un médico para que cure a más enfermos no debería ser mala política, pero hacerlo con un policía por multar es diferente: recordemos que en las sanciones administrativas el agente es además el juez que decide la culpabilidad. Pero a ello se suma que, en el caso de la Guardia Civil, una actuación de auxilio a un conductor en la carretera está valorada con 0,10 puntos de productividad, mientras que las multas suponen entre 1 y 3 puntos de productividad[8]. De modo que un agente estará más interesado en pillar (o decir que ha pillado) a un conductor que no utilizó un intermitente que en ayudar a quien ha tenido un accidente. Con uno solo de los primeros tendrá tanto incentivo salarial como con treinta de los segundos.


    Este afán recaudatorio también ha alcanzado a la jurisdicción penal: la reforma del Código Penal aprobada por la Ley Orgánica 10/1995 ha rebajado muchas penas de cárcel, sustituyéndolas por multas. Así, el negocio del Estado es triple: se ingresa un dinero procedente de la multa, se ahorra en prisiones (que resultan muy caras) o en cualquier otra medida reeducadora o de reinserción social, y se paga parte del salario de los funcionarios con parte de los ingresos que recaudan.


    El desarrollo de legislaciones orientadas contra las libertades y hacia la criminalización de la protesta ciudadana va acompañado con total coherencia de un aumento de recursos humanos y técnicos al servicio de las políticas represivas, algo paradójico en época de crisis y recortes presupuestarios para servicios tan básicos como la sanidad o la educación. Esto no ha sucedido sólo en la Administración central, también en las autonómicas. En la Generalitat Catalana las instituciones sanitarias y docentes han sido las que más empleados públicos han perdido durante los últimos cinco años. Los recortes presupuestarios han reducido el personal de la Generalitat en 6.832 personas desde 2010, según los datos publicados en su página web. El 55 por 100 de estos puestos de trabajo perdidos correspondían a estos dos sectores. Sin embargo, los cuerpos de seguridad, compuestos por los Mossos d’Esquadra y los bomberos, han visto a sus efectivos incrementarse. Mientras en los cuerpos de seguridad la plantilla aumentó en 1.044 personas, en sanidad disminuyó en 3.076 y en educación hay 4.125 funcionarios menos que en 2010[9].


    En la Administración central, en plena crisis, el Ministerio del Interior se puede permitir la compra de un camión lanza agua para la policía nacional antidisturbios, con un presupuesto base de licitación de 408.000 euros[10].


    Crisis y castigo


    En este marco, en la segunda legislatura de Zapatero llega la crisis económica capitalista y el Partido Popular arrasa electoralmente en todos los ámbitos, incluidas las elecciones al Congreso de los Diputados y Senado. Gracias a su mayoría absoluta en ambas cámaras, el PP aprobó en tiempo récord tres leyes con acentuado carácter represor, haciendo oídos sordos a las críticas de ONG, movimientos sociales, la UE e incluso la ONU. Este trío de «normas mordaza» son: la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, por la que se modifica el Código Penal; la Ley Orgánica 2/2015, de 30 de marzo, por la que se modifica nuevamente el Código Penal en materia de delitos de terrorismo; y la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de Protección de la Seguridad Ciudadana, también llamada Ley Mordaza. Además, también aprueba la reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que, a pesar de su carácter instrumental, asimismo afecta a los derechos y libertades constitucionales.


    Pese a la indudable ideología reaccionaria del gobierno de Rajoy, toda esta actividad legislativa no se comprendería sino en la coyuntura de crisis económica profunda por la que pasa España. Esta política represora es la única respuesta del gobierno del PP a las multitudinarias protestas que sacudieron la sociedad española durante los primeros años de su legislatura. La relación causa-efecto entre crisis y opresión ha sido subrayada incluso por la Comisión de Libertades Civiles, Justicia y Asuntos de Interior (LIBE) del Parlamento Europeo, quien elaboró el informe «El impacto de la crisis en los derechos fundamentales de los Estados miembros de la UE»[11]. En este documento se detallan exhaustivamente una serie de violaciones que considera graves a la luz de la situación política del momento, como la amenaza a la libertad de expresión, la necesidad de garantizar el justo equilibrio entre el respeto de los derechos fundamentales y la seguridad colectiva, el impacto de las políticas de austeridad y de la corrupción en los derechos fundamentales, así como la situación en las cárceles. También se mencionan cuestiones sobre las que la UE tiene plena competencia, como la lucha contra la discriminación y la protección de los derechos de los migrantes y refugiados. En el apartado dedicado a nuestro país[12] se señala que «hubo una ola de manifestaciones en España, mayormente como medio de protesta contra las medidas de austeridad», las cuales provocaron «respuestas represivas del Gobierno y de las fuerzas de seguridad del Estado». «Además –añade el informe–, el Gobierno español presentó una propuesta legislativa para ampliar el alcance de las multas y de las condenas contra los organizadores de las manifestaciones y sus participantes». Este estudio expone cómo el primer borrador de la Ley Orgánica de Seguridad Ciudadana, traducido por los medios en inglés como «Gag Act», recibió una sólida refutación por parte de varios cuerpos judiciales debido a su inconstitucionalidad.


    Prietas las filas


    Una de las instituciones democráticas donde más han pervivido las estructuras y conductas franquistas ha sido el ejército. Cuarenta años después de la muerte del genocida se siguen retirando esculturas y símbolos de la dictadura franquista de los cuarteles españoles. Aún hoy siguen existiendo militares, en este caso guardias civiles, que siguen honrando al sátrapa haciéndose fotografías junto a su escultura. En junio de 2015 se publicó que los agentes de la Guardia Civil encargados de la vigilancia fronteriza y en las vallas se fotografiaban de uniforme junto al monumento al dictador en el puerto melillense[13]. Además, periódicamente siguen manifestándose militares ultra sobre cuestiones políticas a las que deberían ser totalmente ajenos; por ejemplo, en agosto de 2012 el coronel Francisco Alamán Castro amenazó con una intervención militar en Cataluña si se proclamara la independencia[14].


    Pero estos vestigios franquistas en las fuerzas armadas no sólo afectan a la ciudadanía, sino que también los propios militares son reos de tales estructuras fósiles. Hasta el 2013, la sanción disciplinaria más común que se imponía a los profesionales que trabajan en las fuerzas armadas era el arresto. Desde el 2007 al 2012, los mandos de las Fuerzas Armadas impusieron casi 28.000 arrestos disciplinarios. De esta cifra, más del 90 por 100 (casi 26.000) corresponden a faltas leves, que se castigan con hasta 30 días de arresto en el domicilio o la unidad; mientras que sólo 2.001 lo son por falta grave, sancionada con hasta dos meses de arresto en centro disciplinario militar. Las cifras oficiales evidencian que el número de arrestos se había ido reduciendo progresivamente en los últimos años de gobierno de Zapatero (al pasar de 6.754 en 2008 a sólo 3.562 en 2011), pero ha experimentado un repunte en 2012, primer año de gobierno del PP, cuando sumaron 4.752[15].


    Esta sanción era posible gracias a que el Reino de España había presentado una reserva al Convenio Europeo de Derechos Humanos, que prohíbe las penas privativas de libertad sin intervención del juez. Hasta entonces, los sucesivos ministros de Defensa se habían negado a suprimir los arrestos para las faltas leves, alegando que son necesarios para mantener la disciplina militar. Para agravar la situación, estos arrestos habían sido impuestos a dirigentes de asociaciones profesionales de militares, por declaraciones públicas en defensa de sus afiliados, mientras que no se castigaban manifestaciones abiertamente anticonstitucionales de algunos mandos.


    La Asociación Unificada de Militares Españoles (AUME) denunció en julio de 2013 la represión gubernamental contra el asociacionismo militar, que se manifestó con una oleada de arrestos contra sus representantes. En pocos meses de aquel año fueron sancionados el presidente de AUME, Jorge Bravo; la secretaria de la Mujer, Teresa Franco; y los delegados en Cádiz, José Manuel Esnaola, y en Murcia, José Salazar. Este último fue condenado a una sanción de un mes y tres días de privación de libertad por defender a una compañera también sancionada. Además, en este caso hubo un cierto ensañamiento, puesto que se designó el lugar para cumplir la sanción a 800 kilómetros de su domicilio, con el consiguiente gasto y castigo para sus familiares. Uno de los arrestos se debió a que tras una guardia «se olvidó» en el lugar donde había prestado el servicio papeles con «publicidad de AUME». A estos castigos se suma el del delegado en Cádiz, que cumplió un día de arresto en su domicilio en julio de 2013 por elevar unas «deficiencias» que le habían transmitido otros miembros de su unidad. Según ha explicado el portavoz, fue arrestado por desvelar asuntos que «afectan a la seguridad y a las guardias»[16].


    El gobierno del PP presentó en mayo de 2013 un nuevo régimen disciplinario de las Fuerzas Armadas. En esta reforma se mantuvo el arresto como la típica medida sancionadora para los militares, pero introducía la novedad de la multa o sanción económica. El ministro de Defensa, Pedro Morenés, manifestó que el Ejecutivo descartaba suprimir los arrestos y suplirlos por descuentos en los salarios (medida más propia de los funcionarios), que era el plan de 2011 del último gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero, con Carme Chacón de ministra de Defensa.


    A pesar de ese aspecto fundamental, en el que los militares siguen sin tener las mismas garantías constitucionales que los civiles, en aquella reforma se ampliaron las garantías del expedientado, al que por primera vez en las Fuerzas Armadas se le reconoce el derecho a la presunción de inocencia, además de a «ser informado de la acusación disciplinaria; a la defensa; a la audiencia previa; a la utilización de los medios de prueba adecuados y a interponer los recursos correspondientes». También, los arrestos se reducen a la mitad en sus sanciones máximas: pasan de 30 a 14 días por faltas leves y de dos meses a 30 días por faltas graves[17].


    La reforma disciplinaria del PP no ha supuesto que en el ejército no siga persiguiéndose a los militares que usan de sus derechos a la asociación, la reivindicación laboral o la libertad de expresión. Al contrario, estos se limitan todavía más. En noviembre de 2014 se celebró un acto en el que varias decenas de militares de la escala básica (soldados y suboficiales) denunciaron los contratos temporales («contratos basura»), la precariedad, la falta de derechos sociales y humanos básicos y las abusivas sanciones inconstitucionales que soportan. Fue convocado por la Asociación Unificada de Militares Españoles (AUME) y su presidente, Jorge Bravo, declaró que «quizá sea la última concentración que nos permiten», en referencia a las previsiones de la nueva Ley Disciplinaria Militar, que se aprobó aquella semana en el Congreso. «Vamos para atrás, a los tiempos predemocráticos», añadió antes de anunciar que utilizarán todos los medios a su alcance para recurrir esa norma y la proyectada reforma de la carrera militar.


    Fruto de aquella reforma es la sanción que sufrió el teniente del Ejército de Tierra Luis Gonzalo Segura por la descripción de corruptelas en las Fuerzas Armadas que utilizó para las presentaciones públicas de su novela Un paso al frente. El teniente fue condenado a dos meses de arresto por el expediente disciplinario que se le abrió. El militar sancionado se declaró en huelga de hambre, que mantuvo durante 22 días para protestar por su situación. Segura inició esta protesta para que se revisase su caso y se investigasen sus denuncias de «abusos, privilegios y corruptelas de la casta militar dominante» un día antes de ingresar en el centro disciplinario[18].


    Una de las particularidades del régimen disciplinario y penal militar es que se aplica igualmente a la Guardia Civil, cuerpo que tiene funciones de policía judicial y de seguridad ciudadana. Esto siempre ha sido objeto de críticas por las asociaciones profesionales de la Guardia Civil, ya que no tienen siquiera derecho a la sindicación, al contrario que el resto de policías. Dicha situación jurídica tiene como consecuencia que ciertas conductas que en el resto de policías o funcionarios serían castigadas con una sanción de advertencia, en la Guardia Civil se sancionan con arrestos privativos de libertad. Muestra de ello es la sanción de cuatro meses de cárcel que recibió un agente por decir a su superior: «Maricón, no tienes huevos, lo que me tengas que decir me lo dices a la cara, no mandes a nadie».
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